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INSTRUCCIONES GERERACES 
DADAS A LOS FISCALES DE LAS AUDIENCIAS 

En vista de las numerosas quejas producidas con motivo de las . 
supuestas infracciones de la ley y Real orden de 27 de Julio de 
1895, he acordado excitar el celo de todos los señores Fiscales por 
la presente Circular, & fin de que en cumplimiento de lo prevenido 
en dichas disposiciones legales, promuevan la corrección y cas- 
tigo de los que tales preceptos contravengan, teniendo presente 
que la ley expresada prohibe la falsificación de vinos artificiales, 
exceptuando los espumosos y las mistelas, y que castiga con la 
sanción del art. 356 del C6diga penal & los fabricantes delos vinos 
cuya elaboración prohibe. 

Sírvase V. S. acusar el recibo de la  presente Circular y dispo- 
ner lo necesario para su cumplimiento.-Dios guarde ti V. S. mu- 
chos años.-Madrid 31 de Diciembre de 1901.-J. Mantilla. 



30 S. M. el Rey Don Alfonso XIII (Q. D. G.) á la  plenitud 
de sus augustas funciones soberanas, la difícil misión que sobre 
3?1 pesa hace necesario el concurso sincero y leal de cuantos am- 
bicionan para España un porvenir en armonía con su glorioso pa- 
sado; nobilisima aspiración que no es dable satisfacer sin que cada 
cual en su esfera respectiva aporte el contingente de un propósito 
recto y desinteresado, traducido en actos encaminados siempre al  
bien común, que no otra cosa es el patriotismo, al que sólo se llega 
mediante el cumplimiento de los deberes para con la patria; y 
aun cuando dirigiéndome &un organismo como el que forma el Mi- 
nisterio público, que tantas y tan brillantes pruebas tiene dadas 
del más acendrado celo en el desempeño de sus funciones, y á quien 
abona una historia jamás interrumpida de lauros conseguidos en 
la defensa de los intereses de la  sociedad, de la justicia y de la ley, 
huelgan las excitaciones y los apremios al cumplimiento de debe- 
res siempre cumplidos con laudable empeño, importa recordarlos 
para que su recuerdo sirva de lazo de unión entre los que han de 
llcnar un cometido que requiere abnegación y serenidad de espi- 
ritu en la lucha diaria, con todo linaje de pasiones y de solicitudes 
j n teresadas. 

Pertenecemos 9. un orden que por su índole propia, y por el nú- 
mero y calidad de sus atribuciones, ejerce una influencia que, no 
por inadvertida para la generalidad de las gentes, deja de ser im- 
portantísima y decisiva en el aspecto quizás m&s trascendental 
de las relaciones sociales; y en este sentido ha podido decirse con 
frase exacta que el Ministerio fiscal es la necesaria garantia de  
todo régimen libre contra las múltiples formas que pueden adop- 
tar, tanto la  arbitrariedad y el despotismo, como el desenfreno y 

3- 
Ja licencia. Todo esto que representamos y que somos, hemos de 
ponerlo hoy con m8s ahinco, si cabe, que ayer, al  servicio de l a  



patria, vara que el Monarca encuentre en noiotros poder'osos y 
eficaces cooperadores en la obra de guiar d. la Nación á otros des- 
tinos m8s venturosos. 

Prolija serla la tarea si hubiera de hacer un recuento de todos 
los deberes que sobre nosotros pesan, ni de comunicar acerca de 
cada uno de ellos, más que instrucciones, mis impresiones B, los 
funcionarios del Ministerio fiscal, 9. quienes me complazco en Ila- 
mar mis compañeros; pero en la imposibilidad de acometer un 
trabajo por todo extremo inoportuno y fatigoso y superior 9. mis 
fuerzas, he de exponer á s u  consideraci6n, en concisa sfntesis, la6 
observaciones que me sugiere el estudio que hasta ahora he hecho 
de lo que constituye la materia encomendada á nuestro instituto, 
seguro como estoy de que hemos de coincidir todos en las necesi- 
dades que con carácter de más urgencia se sienten y en los reme- 
dios de que son susceptibles. 

Es, acaso, la primera de aquéllas, la relativa á la inspecci6n de 
los sumarios, ya que la experiencia demuestra que por defecto, tal 
vez inevitable, de organización y por deficiencias de personal, l a  
vigilancia encomendada por la ley á los Fiscales sobre la forma- 
ción de las diligencias sumariales es, cuando menos, muy d6bil. 
Desgraciadamente, por los datos que tengo á la  vista y por los in- 
formes adquiridos, los sumarios se instruyen, en su casi totalidad, 
sin que en ellos intervenga, en ninguna de las tres formas previs- 
tas por el legislador, la acción fiscal. Cierto que, por regla general, 
los Jueces instructores no dan en esta parte serio motivo de queja; 
mas el cúmulo de asuntos que demanda su atención, y Ia falta de 
aquel natural estímulo que existía cuando el propio Juez conocía 
de todo el proceso hasta pronunciar su fallo, son motivos de que 
en ese primer periodo se noten defectos y vacíos de entidad notoria, 
que ya no es dable subsanar llegado el momento del juicio oral. 
Este gravísimo inconveniente, con canta elocuencia lamentado por 
mis ilustres antecesores, subsiste hoy y subsistirá mientras dure la  
actual organización. No aspiro, pues, á que desaparezca, porque 
harto conozco que sería una aspiración irrealizable; pero tampoco 
puedo excusarme de levantar mi voz en defensa de un inter6s no 
atendido en la medida que su capitaI importancia reclama, tanto 
más, cuanto que los descuidos 6 inadvertencias en que se incurra *_  _ 
durante la investigaci6n sumaria], y singularmente en los momen- '- 
tos que siguen á la  comisión del delito, suelen afectar al más acer- ' 



tado desempeño de la  función fiscal en el juicio y estorban ti los 
fines de la justicia. 

Esto que ahora digo viene consignándose en las h i que 
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anualmente presenta. egta Fiscalía al Gobierno, l a  cu ez se 
inspira, para llegar 4 tales conclusiones, en los info, iur;u que SUS 

subordinados le remiten, y ya  comprender& V. S. que mi objeto, 
a l  tratar este punto, no es  el de una mera especulación con finali- 
dad lejana, sino que penetrado de la  trascendencia del asunto y 
CI or  de que por l a  fuerza misma de 11 'pan- 
d: año que se  infiera B l a  causa públ -o de 
U ctico, cual es el de que & l a  sombr; para 
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ejercer de un modo rtipido la  inspección, se prescinda de la  valiosa 
B insustituible garantía que en el mecanismo sumaria1 representa 
la intervención para los efectos de l a  vigilancia del Ministerio pb- 
' lico. 

No m e  incumbe hacer la critica del sistema á que obedece el 
igente enjuiciamiento criminal. No desconozco que ese perlodo 

secreto del proceso en que sin intervencibn del presunto culpable 
S( las pruebas de su delincuencia, tiene grandes contradic- 3 buscan 
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lo consideran como una reminiscencia de sistemas y de 
tirxurvo uainosos, g que persiguen como supremo ideal la publici- 
dad en todo y para todo, si  bien tan  generoso anhelo ha de  estar 
forzosamente subordinado á las condiciones de moralidad, educa- 
ción y cultura de cada país; pero mientras no desaparezca el sis- 
tema mixto que informa nuestra ley, importa sobremanera que el 
Fiscal, que es l a  genuina representación de los intereses morales 
y materiales que más directamente afectan &la sociedad y a l  ciu- 
dadano, no sea extraño en ningún caso a l  desarrollo instructc 
pues sólo así se acallan los recelos que la investigación secrete 
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d e  que m&s tarde habrá de valerse en el juicio para sacar triun- 
,fante la verdad. 

Prescindamos ahora de si  hay mayores 6 menores dificultades, 
-SU los medios que el legislador otorga, para cumplir ese 
.de ispección. El deber existe y &su cuniplimiento impulsan 
.de 3 l a  conveniencia y la  necesidad. De las formas excogi- 
tadas  por el legislador para que el Fiscal inspeccione los sumarios, 
~ c u & l  será l a  preferible? La mejor es  l a  que en cada circunstancia 
se estime mtis practicable y ofrezca probabilidadesde mayor éxito. 
Los Sres. Fiscales, sin embargo, han de tener en cuents las anto- 
riores circulares de esta Fiscalía respecto & la inspección en casos 
determinados y singulares. Entonces el celo de los dignos fuucio- 



- IX - 
narios 4 quienes me dirijo allana y vence los escollos que puedan 
encontrar en su camino. Lo que verdaderamente preocupa e s  el 
modo de llenar esa función en los casos ordinarios, que son la  ir!- 

mensa mayoría. Se verifica por medio de testimonios, aunque tan 
incompletos, según veo en los datos que he reunido, que no cabe 
por ellos formar idea aproximada del resultado del sumario ni del 
acierto 6 desacierto con que el Juez de instrucción procede. Reco- 
miendo 4 V. S. que preste toda su atenci6n & estos testimonios, so- 
licitando que se amplíen cuando no sean suficientemente expresi- 
vos, á fin de ejercer l a  función fiscal que le corresponde y hacer al 
Juez las observaciones que juzgue pertinentes con arreglo á la fa- 
cultad que le concede el art. 306, pt í~rafo segundo, de la  ley de En- 
juiciamiento criminal, sin perjuicio de cuidar de que la instrucción 
sumaria1 no se  prolongue más que lo absolutamente preciso, para 
lo cual cuenta con el medio, que habrá de usar con moderaci6n, 
que menciona la citada ley en su art. 622. 

No terminaré este punto sin encarecer 4 V. S. l a  necesidad d e  
que procure que por todos se observen las reglas de los procedi- 
mientos especiales contenidos en l a  ley procesal, pues con alguna 
frecuencia llegan &esta Fiscalia recursos de casación procedentes 
de causas, sobre todo por delitos flagrantes, en que se  pone de 
manifiesto l a  omisión de dichas reglas, lo cual dificilmente se  ex- 
plica sin que haya de formarse un juicio no del todo favorable a l  
celo, y aun tal vez 4 la  suficiencia, de los funcionarios que en tales 
causas intervienen. 

El sistema mixto de nuestro enjuiciamiento criminal desapa- 
rece casi por entero desde que se decreta l a  apertura del juicio 
oral, para convertirse en acusatorio, sin más limitación que la  
marcada en el art. 733 de la  ley. A partir de ahi, la personalidad 
del Fiscal como acusador adquiere un relieve extraordinario, por- 
que es el árbitro de la  acción que ejercita, hasta el extremo de 
que sin su requerimiento en los delitos que se persiguen de oficio, 
y en que no interviene acusación privada, no puede haber con- 
tienda ni pronunciarse sentencia condenatoria. E1 Fiscal, pues 
asume en el juicio una responsabilidad inmensa, porque e s  el re-  
presentante de la  sociedad y del ofendido, y lo es tambiénde la  ley 
que, como expresión de la justicia, ampara a l  inculpado, no s610 
cuando su inocencia resulte patente, sino cuando las  pruebas no le  
convencen de delincuencia; pues nada ofende tanto los sentimien- 
tos de piedad, ni nada es m&s arbitrario y más cruel que el inffi- 
gir  un castigo y lanzar un estigma de perpetuo deshonor sobre 
aquel que, privado de libertad, y en lucha desigual con los orga- 
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nismos sociales, no logra desvanecer Ias sospechas que contra 81 
aparecen, sin que éstas lleguen, no obstante, & transformarse en 
una verdadera demostración. 

Y justo e s  reconocerlo. En el cumplimiento de ese espinoso de- 
ber, y en el uso de una facultad que en el momento de ejercerla 
no  tiene más juez ni admite m&s coacción que la  de l a  propia con- 
ciencia, el Ministerio fiscal se  h a  mostrado digno y merecedor d e  
la confianz i. en él depositada. A pesar de que van transcurridos 
mas  de diez y nueve años desde que se implantó el sistema, y 4 
pesar de que estamos en una época de suspicacias, de recelos y de 
acusaciones, en que la  maledicencia ataca impunemente todos los 
prestigios, y en que se confunden los males realea con los imagi- 

1 narios para someterlos a l  mismo anatema, no se alza una voz au- 
torizada que denuncie un abuso, ni que demande la  abolición, ni 
siquiera l a  m$s pequeña modificación del sistema. Se tiende á l a  
mejora de lo existente en consonancia con los adelantos de la  cien- 
c ia  6 con las enseñanzas de la  práctica; pero nadie pide que se 
prive 4 los Fiscales de esa atribución onnimoda de mantener 6 re- 
t irar la requisitoria, y de poner término, por su sola iniciativa, al 
debate judicial; y esto constituye l a  justiiicación más acabada del 
sentido de templanza y de imparcialidad con que los funcionarios 
fiscales proceden en el juicio, sin que empañe en lo m&s mlnimo 
el mérito que esa conducta les granjea, el posible error, no depen- 
diente de la  voluntad, en que alguna vez incidan por l a  falibilidad 
de la  condición humana. 

Las  instrucciones dictadas por esta Fiscalía á los funcionarios 
del Ministerio público en lo tocante a l  modo de desempeñar su 
misión en el juicio oral, forman un cuerpo de doctrina de inapre- 
ciable valor por la prudencia y la sabiduría que encierran. Lejos 
de mí la  idea de acumular nuevas reglas, que ni habrían de mejo- 
rar las ya existentes, ni habrían de suplir en ese orden ningún 
vacío que no esté suplido por l a  diligencia de mis antecesores, 6 
en cada caso por l a  sensatez y discreci6n de los Sres. Fiscales. 
Mas como en todo caben grados y matices, y pueden ser diversos 
los criterios en la  aplicación de unas mismas reglas, interesa es- 
trechar los vInculos de unión, para que esa ley de unidad que rige 
nuestro instituto, y de la que Bste toma, sin género de duda, l a  
fuerza y el prestigio de que se halla adornado, presida & todos los 
actos y ti todas las determinaciones del Ministerio público. 

Uno, acaso, de sus deberes mas imperiosos, & l a  par que más 
útiles para la representación que ostenta, es no elevar &juicio lo 
que p r  la naturaleza del hecho 6 por l a  falta de probanzas conozca 
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que, salvo sucesos inesperados, con 10s que no es licito contar sin 
algún fundamento que los haga probables, no han de tener 6xito. 
Nada tan desairado y contraproducente para el acusador como 
formular capitulas de cargos sobre base efímera 6 inconsistente. 
El prestigio del Fiscal entonces padece, y su actitud es ocasionada 
á criticas, ya porque se le moteje de apasionado, ya de negligente 
en el estudio del sumario; aparte de que llevar & un ciudadano al 
banquillo de los acusados es siempre una medida grave que, por 
la  vejación que envuelve y por el daño que al interesado irroga, 
sólo se debe adoptar con la necesaria justificación. La ligereza y i 
la impremeditación, en ese orden, son altamente reprensibles y ' 
vituperables cuando no arguyen un atentado contra la  ley y contra , 
el respeto debido B la  dignidad del ciudadano. Las dudas y las va- I cilaciones han de resolverse en el sumario, que para eso y no para , 
otra cosa se ha escrito el art. 641 del Código de procedimientos. Al 
juicio no puede ni debe ir  el Fiscal m&s que con elementos de cargo 
suficientes, pues sólo as1 realiza, sin alarma de le opinión, la aspi- 
ración suprema de mantener la  ponderación y medida justas en la 
aplicación de la ley. 

Lasconclusiones provisionales tienen su molde en el art. 650 
de la de Enjuiciamiento; pero tanto en el relato del hecho, como 
en la calificación del delito y sus circu&tancias, estan condicio- 
nadas para el Fiscal por exigencias especiales. De una parte la 
exactitud y l a  sobriedad; de otra, la subordinación 4 los preceptos 
legales dentro de límites que sean fiel trasunto de un alma exenta 
de prevenciones y prejuicios. Cuando el Fiscal se presenta en esa 
forma abroquelado, su autoridad crece y su situación se hacemhs 
ventajosa y desembarazada, y únicamente entonces reivindica 
el más bello de sus atributos, que le consiente ejercer una acción 
protectora que así enfrene el arbitrio-como sirva de dique para 
contener sentimientos de otra clase, que, aun nacidos de causas 
nobles y levantadas, puedan inducir á que las resoluciones judi- 
ciales marchen por sendas extraviadas. 

Otro extremo importantisimo reclama la atenci6n del Fiscal. 
El interes del juicio está principalmente en las pruebas, y en ese 
palenqiie al  Fiscal corresponde el puesto de honor. El orden y la \ 
claridad en las preguntas á peritos y testigos, el arte para poner 1 
al  descubierto la verdad & trav6s de las asechanzas y de los ama- / 
ños que con frecuencia se emplean para desorientar y 'producir 
oscuridades en servicio, bien de la  acusación privada, si la hay, i 
bien del procesado, son cualidades recomendables en el acusador 
público. La verdad tiene acentos de sinceridad, que rara vez en- 
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ganan a l  que esta habituado 4 las lides del foro. Las actitudes, los 
gestos, la expresión del semblante, la verosimilitud de las refe- 
rencias, su mayor 6 menor conformidad y congruencia con he- 
chos de indubitada constancia, y los mil detalles que, según las 
reglas de la  critica y de la lógica, guían 4 la posesión de la ccrti- 
dumbre, han de ser el fruto que el Fiscal recoja de esa parte del 
juicio, para que aonstituyan el sólido apoyo de su informe oral a l  
sostener sus conclusiones definitivas con plena libertad de crite- 
rio 6 inspirándose tan solo en la rectitud de su conciencia, puesto 
que la misión que desempefia esta tan perfectamente delineada, 
que su carácter de órgano del Estado no le priva de un átomo de 
su independencia porque actúe camo parte en el drama del j uicio; 
pues en ese respecto no tiene m&s objetivo que el de la justicia 
y la  ley, mediante una interpretación racioiial y equitativa, ya 
que a1 sacar triunfante la ley y la justicia, obtiene la victoria á 
que aspira, lo propio cuando solicita la condena del culpable, que 
cuando se abstiene de ejercer su oficio 6 interesa la  absoluci6n 
del que considera inocente. 

Pronunciada la sentencia, no Analiza su  encargo. Los errores 
legales que, en su concepto, contenga el fallo 6 las infracciones 
esenciales del procedimiento que durante el curso del juicio se lia- 
yan cometido, debenser por el Fiscal reclamadas, los unos prepa- 
rando y las otras interponiendo el correspondiente recurso de ca- 
sación, acompañando los documentos 4 informes prevenidos, enla 
seguridad de que esta Fiscalía ha apreciado siempre, y ha de se- 
guir apreciando, como merito especial, el celo que los Sres. Fisca- 
les desplieguen en este particular. 

Al evocar el recuerdo de las instrucciones de este Centro, rela- 
tivas 4 los deberes principales que 4 diario tienen que cumplir los 
Sres. Fiscales, pareceria extraño que no mencionara los que se 
refieren al Jurado; y sin embargo, hay una razón que me obliga 
4 la mayor concisión, cual es la de hallarse sometida tí las Cortes 
la reforma de la vigente ley. Aun conociendo el proyecto presen- 
tado, la prudencia y el respeto & la  función del legislador reducen 
mi libertad 5 muy estrschos limites. Es de esperar que en corto 
plazo la reforma proyectada, con las modificaciones que los Cuer- 
.pos Colegisladores acuerden, sea ley, y entonces ser4 la oportuni- 
dad de tratar con más amplitud esa materia. Pero sin tocar 8. 
nada que esté en tela de discusibn ni en vias de resoluci6n en el 



ferreno legislativo, bien puedo decir breves palabras para expre- 
sa r  mi asentimiento 9, las doctrinas consignadas en las Memorias 
y Circulares de esta 1, Y para m 4 los Sres. Fiscales 
público testimonio ( miración .esuelta cooperaci6n 
que han prestado con sus luces y atinaaas o~servaciones para el 
mejoramiento y arraigo de una institución, que es sin duda la más 
preciada de las libertades públicas y el compleniento del regimen 
político en que por fortuna vivimos. 

> e l  Jurado en un principio por muchos con recelo y 
del ra; conbatido rudamente por los adeptos de determina- 
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das ,,,,,.as; recogidos, exagerados y pregonados con ruidoso cla- 
moreo sus presuntos errores, que nunca fueron mayores ni más 
graves que los que hay que cargar en la cuenta de otros organis- 
mos; desdeñada la función de juez popular por los que no acier- 
tai ~render el honor que se les dispensa ni alcanzan á esti- 
mr o mismo que les dignifica y enaltece; sitiado por ham- 
brc ,has ocasiones, bien por angustias del Erario públicoi 
bien por obst&culos burocr4ticos surgidos en la contabilidad, el 
Jurado vive, se ha depurado y encarna cada día más en las cos- 
tumbres del país, y cada día más tambien el ciudadano aprecia 
ese derecho y los indiscutibles de la justicia del pueblo por el pue- 
blo. A ese resultado es forzoso confesar que se ha llegado por la 
solicitud de los Tribunales, y singularmente por la acción perse- 
verante del Ministerio fiscal. 

Afirmada la institución, que es la result movimiento 
progresivo de la  humanidad 6, como la llam itre publicis- 
ta, un grado ulterior en la evolución social, ha dejado de ser el 
Jurado tema de controversia para entrar en el periodo de madu- 
rez y reflexidn; no para discutir lo que es ya indiscutible, sino 
para perfeccionar lo que como imperfecto haya señalado la ex- 
periencia de ese mismo Ministerio fiscal y de esos mismos Tribu- 
nales, que han sido en realidad hasta aquí sus guardadores y sus 
más leales defensores. Lo que resta, bien poco en verdad, para 
asegurar el éxito del Jurado, es lo que han de poner de su parte 
los Magistrados y Fiscales, redoblando su celo y no escatimando 
sacrificio de ningún género para que la obra del tribunal popular 
11i los fines de la justicia. ompleto 

Y ya que discurro sobre los deberes mfis salientes del Minis- 
t~r'ia fiscal, como representante de la vindicla pública, enten- 



diendose esta frase, no en el sentido de venganza, que á nadie ni 
por titulo alguno le es lícito ejercer, sino en el de pdblica sat ishc-  
ci6n B la  justicia por raz6n de los delitos que se  cometan, no me 
e s  dado omitir los que dicen relación á una materia de la  más 
grave trascendencia. Me reAero B la ejecucibn de las sentencias, 
objeto un tiempo de numerosas disposiciones ministeriales y de 
los desvelos del Ministerio público en todas sus categorlas, y. hoy 
un tanto preteridas, a l  menos no con tanta preferencia tratadas. 
Los datosque sobre tan interesante extremo he examinado, me 
han hecho ver que si en unas partes el servicio de ejecutoriasse 
acerca á l a  posible perfección, en otras deja bastante que desear, 
efecto del excesivo movimiento de causasen relación con la  esca- 
sez del personal, que no consiente una inspecci6n tan asidua y 
permanente como la  índole de la  materia reclama, permitiendome 
asegurar dichos datos que la  representación de la  ley no toma en 
el cumplimiento de las ejecutorias l a  parte activa que por derecho 
y obligación le incumbe, y que son muchas las Fiscalías en que 
1 zión sobre los procesos cesa al pdblicarse l a  sentencia; 
E ,i que resta entonces hacer efectivo lo juzgado, cosa tan  
e i l4 interesante, como que l a  organización de la  justicia 
criminal, lo mismo las diligencias del sumario que los trámites y 
solemnidades del juicio, tienen por An la  pena, en  los casos e n  
que proceda aplicarla; de manera que si esta s e  elude 6 se  desna- 
turaliza por las irregularidades y demasias á que inconsciente- 
mente abren la puerta l a  apatía y l a  impasibilidad, aquellas so- 
lemnidades, tramites y diligenciasresultan t an  inñtiles como dis- 
pendiosas. 

Mas no es  sólo el mal que se ocasiona 4 l a  sociedad, á l a  justi- 
cia y & l a  ley con el incumplimiento de l a  condena, sino que e n  
los expedientes de ejecuci6n de sentencia se  ventilan muchas ve- 
ces cuestiones de humanidad y de moralidad. No e s  raro tropezar 
en las cárceles con infelices enajenados cuyo. extravío no se  ad- 
virti6 durante el curso del proceso, y que notado después de pro- 
nunciada sentencia firme, se  prolonga el triste espectáculo de s u  
prisión, acaso sirviendo de solaz 6 inhumano entretenimiento & 
los compañeros de cautiverio, si no se  abrevia el periodo de ob- 
servación de que habla e1 art. 991 de l a  ley de Enjuiciamiento cri- 
minal y los demás que establece l a  misma ley y disposiaiones vi- 
gentes. Tampoco es  raro, cuando hay bienes embargados, que se  
promuevan incidentes y se amontonen actuaciones, que hacen 
mayor Ia pena con el abrumador quebranto de l a  fortuna de los 
condenados. . 
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Cierto es que el libro s6ptimo de la mencionada ley s61o nom- 

bra al Fiscal, en su art. 993, al  tratar de los expedientes que se  
forman cuando los penados caen en estado de demencia; pero la 
obligacibn de velar sobre el cumplimiento de las sentencias en Ias 
causas en que haya sido parte, le está ineludiblemente impuesta 
por el art. 838, núm. 12, de la ley orgánica del Poder judicial, que 
& este efecto le otorga el derecho y le señala el deber de visitar 
los establecimientos penitenciarios. 

Apuntada la especie, no extrañará V. 8. que me proponga 
darle el conveniente desenvolvimiento en otra Circular, por- 
que considero incompleta la acci6n fiscal si no se extiende, de 
modo activo y eficaz, 4 Ia ejecucibn de lo fallado, pues el celo más 
fervoroso del representante de la  ley seria baldío si lo juzgado no 
se cumple, 6 se cumple con daño de los sagrados intereses para 
cuya defensa y salvaguardia están instituidos los Tribunales de 
Justicia. 

* * * 

antas du 
:io de su 
iidad del 

recuenti 
n;r.-n rih 

Fiel á mi propbsito, no he hecho m6s que un ligero o de 
algunos deberes  tenido^ seguramente por V. S. en reli,,,,, ""ser- 
vancia, dejando para su oportunidad el comunicade instruccione~ 
sobre aquellos puntos y materias que lo requieran, y debiendo sig- 
nificarle que me sera muy grato que V. S. consulte 4 este Centro 
cu das se le ocurran 6 dificultades encuentre en el ejer- 
cic cargo, 9. fin de vigorizar cada vez m4s el principio de 
un Ministerio 9. que pertenecemos, y á cuyos prestigios y 
enaltecimientos todos estamos obligados á contribuir. Dios guarde 
8. V. S. muchos años. Madrid 21 de Mayo de 1902.-Trinitaria Ruiz 
y Valarino. 



Denunciado en el Congreso de los Diputados que en algunos 
Juzgados municipales se han autorizado matrimonios civiles en 
que figuraban como contrayentes individuos del Ejercito 6. quienes 
estaba prohibido celebrarlos hasta despues de cumplir el tiempo 
de servicio activo, y que por semejantes transgresiones no se han 
liecho efectivas responsabilidades, ni siquiera se  han incoado su- 
marios, estimo de mi deber llamar la  atención del Ministerio pú- 
blico, para que tan pronto tengan conocimiento sus dignos funcio- 
narios de hechos de la Indole de los denunciados, ejerciten la  ac- 
ción fiscal y procedan por los tramites legales á su comprobación 
y castigo, pues V. S. coincidirá seguramente con esta Fiscalfa en 
que tales hechos son constitutivos del delito comprendido en el 
artículo 493 del Código penal, y generadores, por tanto, de delin- 
cuencia. 

Conoce V. S. perfectamente que constituye el fondo de la  ma- 
teria punible contenida en el articulo citado, l a  desobediencia á 
los preceptos legales que regulan la  celebración de los matrimo- 
iiios y la falta de cuidado en su observancia; y que las sanciones 
en 121 señaladas a l  Juez municipal que autoriza matrimonio prohi- 
bido, tienden á hacer eficaces las reglas establecidas por el legis- 
lador en la ley sustantiva, que es  en la que tales preceptos tienen 
adecuado lugar; hallándose tan en absoluto subordinado el art. 493 
alel Código penal á las declaraciones de aquella en materia de 
tanta  trascendencia, que para su aplicación en cada momento y 
cn cada caso habrá necesariamente que acudir 6 sus disposi- 
ciones. 

Sería inoportuno en la ocasión presente examinar todas l a s  
que de esta materia se ocupan. Semejante trabajo resultaría fati- 
goso, no siendo, además, necesario para el objeto de esta Circular, 
por todo extremo concreto, pues se contrae a las que dicen rela- 
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ción 4 los matrimonios de loe reclutas en servicio activo. Respecto 
de estos, la ley de Reclutamiento y Reemplazo del Ejercitode 1885, 
reformada en 1896, es terminante. En su art .  12 dice: <Los indivi- 
duos que se hallen prestando el servicio activo en los Cuerpos ar-  
mados, los de la  reserva activa, los mozos en Caja, mientras se  
hallen en esta situación, y los que esten sujetos revisión de sus 
excepciones, no podrán contraer matrimonio fuera de los plazos 
que determina el art ,  332 del Código de Justicia militar ..., Prohi- 
bida la  celebración del matrimonio 4 quienes esa prescripción se 
refiere en terminos tan absolutos, no es lícito á nadie poner en 
duda que la  regla contenida en el artlculo copiado no sea de in- 
eludible cumplimiento, que su  observancia no este garantida por 
l a  ley penal y que su transgresión, aparte de otras sanciones para 
ot:as personas, no tenga para el Juez municipal l a  señalada en el 
art .  493 del Código penal. 

Pero des, acaso, que la omisión que del Juez municipal se  hace 
e n  el art. 293 del Código de Justicia militar, al señalar l a  respon- 
sabilidad en que el Párroco incurre, permite deducir que de ella 
se  halla exento aquél a l  autorizar el matrimonio civil de las  per- 
sonas á quienes comprende la  prohibición referida? Notorio error 
seria tal  afirmación: error que de consuno evidencian el tantas 
veces citado 493 del Código penal y el también repetido 293 del de 
Justicia militar. 

En efecto. Publicado el Código penal en época en que para el  
Estado Únicamente producía efectos civiles el matrimonio civil, 
sólo se  comprendió en su texto B los Jueces municipales, llamados 
entonces á intervenir en ellos; mas modificado aquel estado de de- 
recho por el decreto de 1875 primero, y más tarde por el Código 
civil, que en su art. 42 reconoció la  forma del matrimonio canónico 
para  los católicos, se tropezó con el inconveniente de que no al- 
canzaban á los Párrocos que los autorizaban las  sanciones mar- 
cadas para aquellos otros funcionarios; y el Código de Justicia 
militar, llenando un vacio que no había podido suplirse antes por 
no Iiaber sido reformada 1% ley penal en armonía con las nuevas 
disposiciones de la  civil, acudió con el adecuado remedio, estable- 
ciendo en su art. 293, no una nueva figura de delito, sino una am- 
pliaci6n a l  precepto del Código penal común. 

Su simple lectura convence de ello. Dice así: uIncurrir4 en l a  
pena que el Código ordinario establece para los Jueces municipa- 
les, el  Párroco que autorice el matrimonio contraído por individuos 
de  l a  clase de tropa antes de los plazos marcados en el art. 332 de 
esta Iey ..a iQu6 es esta disposición m8s que una ampliación del 

b 
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precepto de l a  ley penal coman para comprender en el derecho ' 
sancionado & los Pgrrocos que en 61 no estaban incluidos? 

Definidasen el Código de Justicia militar y en el común las  
responsabilidades en que respectivamente incurren los Ptirrocos 
y los Jueces municipales que autoricen matrimonio canónico 6 ci- 
vil, contraídos por individuos de las clases de tropa antes de los 
plazos fijados en el art. 332 de la  primera de las citadas leyes, cui- 
dar& V. S., por lo que & estos iiltimos funcionarios se refiere, de 
instar el oportuno proceso en cuanto llegue á su conocimiento l a  
realización de hechos de esa Indole, fin de que se  proceda & su 
comprobación y & l a  imposición del merecido castigo. 

Sírvase V. S. manifestar á esta Fiscalía haber quedado ente- 
rado de la  presente Circular, cuya inserción en el BolelZn oficial 
de  esa provincia deber4 reclamar de Ia Autoridad gubernativa.- 
Dios guarde & V. S. muchos años.-Madrid 9 de Junio de 1902.- 
Trinitaria Ruiz y Valatino. 



CIRCULAR 

La función de aplicar la ley que incumbe 4 los Tribundes y la 
de pedir su aplicación, atribuida al  Ministerio fiscal, no es  un me- 
canismo sujeto siempre á, reglas precisas 4 inalterables. Las pre- 
ceptos de la ley son de ordinario la expresión de conclusiones cien- 
tlflcas generalmente aceptadas 6 la consagraci6n de necesidades 
sentidas en armonía con los intereses sociales; y como nada hay 
estacionario en ninguno de los órdenes de la actividad humana y 
todo marcha obedeciendo 9, la ley del progreso que guía á la hu- 
manidad, si aquellos preceptosno han de ser irritante y pernicioso 
anacronismo, se han de amoldar, en cuanto á ese sentido transi- 
torio y mudable de que son susceptibles, á Iss circunstancias y 
exigencias de cada tiempo, mediante una interpretación apro- 
piada y racional; debiendo el Ministerio público, que lleva la voz 
de la ley y la representacibn de los altoa poderes en los Tribunales, 
templar su espíritu en el estudio de;los problemas de actualidad 
más 6 menos relacionados con la esfera de3cción en que se mue- 
ve, para d a r á  la  administración de la justicia penal aqueIla orien- 
tación que la constituye en el más poderoso auxiliar de la obra 
que corresponde realizar al  Estado. 

Tiene cada 6poca su fisonomía propia, y 6 l a  prescn te la  carac- 
teriza la lucha entre el capital y el trabajo; tremenda ~ U C ~ R ,  en la  
que, convirti6ndos.e muchas veces lasansias y afanes de lucro eii 
verdadero peligro para el obrero, le llevan á buscar la  defensa de 
sus intereses en la asociación, porque entiende qiie a4 se estable- 
cen condiciones de igualdad para el combate; surgientio de ahi, 
frente á la opresi6n del capital, las Sociedades de resistencia, que, 
perfectamente organizadas, decretan con autoridad, siempre aca- 
tada, las huelgas de que nos ofrecen cotidianos ejemplos. 

ESOS níicleos de obreros, que unidos en un mismo pensamiento, 
formulan su demanda, usando como única arma l a  negativa 5 
prestar un servicio que les ha de proporcionar el jornal con que 
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viven; que se coligan y reglamentan para obtener por el número 
S simultaneidad de la acciOn lo que individual 6 aisladamente 
acaso se les negara; cuyas manifestaciones colectivas, producto 
d e  un pacto religiosamente observado, son una revelación del 
malestar que les aqueja y un aviso de que hay una clase que sufre 
y se considera desatendida, son sucesos harto abonados para jus- 
tificar la  preocupación que embarga, no sólo 6 los legisladores, 
sino Q los hombres todos de recta intención; y, como por otra 
parte, cuando la solidaridad, aceptada por los trabajadores, se 
traduce en resistencia pasiva, 6, mejor dicho, en inactividad sis- 
temática, sobreviene la interrupción de trabajos y la paralización 

, de  servicios, con todas las alarmas, inquietudes, recelos y conflic- 
tos que eso lleva consigo, es lógico quegobernantes y pensadores 
se esfuercen en hallar soluci~n al complejo y dificilísimo problema 
de combinar la  libertad de todos, subordin&ndola 6. reglas de 
equidad que eean firme y estable garantía para el inter6s de obre- 
ros y patronos. 

Mientras ese ansiado momento no llega y la concordia no se 
alcanza, se seguir6 discutiendo con creciente empeño aquellas te- 
sis que m6s relacionadas est6n con el problema de que se trata; y 
como entre ellas las hay que tienen aspecto jurídico y alguna de 
éstasdirectamente nos atatie, creerla incurrir en falta, cuando 
lodo el mundo habla y juzga sobre lo que es de nuestra competen- 
cia. retraerme de emitir mi opinión, que ha de ser la del Ministe- 
rio fiscal 4 cuyo frente estoy, que lo es ya sin duda, porque no 
cabe otra que aquella que autoriza el texto explícito y claro de l a  
ley, repetidamente interpretado con la amplitud de miras y el 
acierto que preside 6 todas las resoluciones delTribuna1 Supremo. 

La coligación y la huelga de trabajadores, encaminada & reca- 
bar ventajas, ya cn las condiciones del trabajo, 6 ya en la cuan- 
tia del salario, les delito previsto y castigado en nuestro Código 
penal? 

De este punto tan sólo he de tratar aquí, aun cuando no esta 
de m8s consignar que nadie niega ya el derecho que el hombre 
tiene Q dejar de prestar el concurso de sus brazos como medio de 
regular ventajosamente paras1 el contrato de servicios. Es ese un 
derecho natural, inherente 4 s u  personalidad, cuyo pacífico ejer- 
eiciono admite trabas ni limitaciones, y lo que en el individuo es 
licito, no puedesostenerse, sin nota de inconsecuencia, que sea 
ilicito en la colectiviJad. De ahí que la coligaci6n de trabajadores 
para cesar en el trabajo cuando encuentren perjudiciales las con- 
diciones que se les imponen 6 aspiren 6 otras m4s beneflcioaas 
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no es  otra cosa en el terreno de la  Economia, que un simple ien6- 
meno de la  oferta y l a  demanda, y 4 la luz de los principios de  l a  
ciencia del derecho, una manifestación de l a  libertad humana, 
digna de respeto, como lo es todo lo q l e  constituye u? atribato del 
ser racional. 

Viniendo ahora 4 lo que es materia propia de niiestra compe- 
tencia, aíirmo resueltamente, y con la  m43 arraigada convicciún, 
que no es deli to definido ni castigado en el Có ligo penal la coliga- 
ción y l a  huelga con el fin de obtener ventajas en las condiciones 
del trabajo y en la cuantía de la remuneración, y aun cuando no  
han de sorprender & V. S. las razones q ie tengo para llegar & ta l  
conclusión, habr6 de exponerlas someramente, porque de  una 
parte lo exige la actualidad del problema y de otra lo aconseja e l  
respeto debido 4 l a  opinión ajena, puesto que no faltan juriscon- 
sultos de reconocida autoridad que dan por sup- esto que las  Iiuel- 
ga s  y coligaciones 4 que me refiero, revisten siempre el carácter 
de delito, con arreglo a l  precepto del art. 655 del C6digo antes ci- 
tado, que dice así: <Los que se coligaren con el fin de encarecer 6 
abaratar  abusivamente el precio del trabajo 6 regular sus condi- 
ciones, serán castigados...>, etc. Esto sentado, apuede sostenerse 
en  buena, rigurosa y natural interpretación, qu5 la  simple huelga, 
1s mera coalición de operarios, con los fines dichos, constituye 
delito? Tan no es  así, que yo estimo, y no juzgo i r  descaminado, 
que el texto, cuyo primer inciso acabo de copiar, e s  una contir- 
mación explicita y concluyente de que, para el Iégistador, el uso 
d e  tales medios de resistencia y defensa es  legítimo, y 5610 dp j r  
de  serlo cuando 4 su sombra se cometen abusos. El adverbio abcr- 
sivamente que el precepto aludido contiene, condiciona la  trans- 
gresi6n de que trato, 4 la manera que la  malicia, l a  negl igen~ia 6 
la ignorancia Inexcusable condicionan los delitos de prevarica- 
ción; la violencia condiciona la  coacción, y la  habitualidad y e l  
abuso de autoridad 6 confianza condicionan el delito de 'corrup- 
ción de menores, hasta el punto que sin esos elementos, no  h a r  
delincuencia en los órdenes respectivos, como tampoco l a  Iiabrá 
en  las coligaciones y en l a  abstención del trabajo por los opera- 
rlos, si  falta el abuso. En la  ley no cabe el empleo de pzlabras in- 
cítiles. Cada una tiene su signiiicado y oficio. Si l a  voluntad det 
legislador hubiera sido castigar como delito el acto de  coligaci6n. 
sobraba el abusiaamente; y como las leyes se Iian de suponer re- 
dactadas con absoluta precisión de lenguaje, porque de lo contra- 
rio ocasionarían honda lo que castiga el art. %G del 
Código no es  la coligación y la  huelga, sino el abusoqae l a s  luce. 



degenerar en coacci6n, incompatible con la libertad 8, que todos 
tienen derecho. 

, Por lo dem&s, el Código de 1870 no hizo otra cosa que copiar 
en esa pnrte a l  de 1850, como éste copió al  de 1848. No es posible 
atribuir un sentido trascendental á un precepto que arranca de 
Bpoca tan remota, en que eran poco conocidos esos grandes cho- 
ques de iiitereses entre el capital y el trabajo. 

Lo que sí afirmo, como cosa por si demostrada, es que, sea por 
respeto 8 la tradici6n de gremios, juras, hermandades y cofra- 
dias, que eran verdaderas coligaciones de operarios 6 producto- 
res, algunas veces prohibidas en nuestro antiguo derecho, respe- 
tadas por las costumbres y amparadas por la Iglesia bajo advoca- 
cíoneu religiosas; sea por espíritu de justicia 6 sea por la simpatía 
que ~iempre  ha inspirado en España la clase trabajadora, el pre- 
cepto transferido de uno otro Código no condena la asociación 
de tratajadores que se coligan para mejorar por procedimientos 
pcfficos la precaria situación en que viven, más que cuando con 
tal motivo sobreviene el exceso por parte de los coligados; exceso 
que aquí se comprende de modo generico en el adverbio abusina- 
mente, y que en otras legislaciones se denomina violencia 6 inti- 
midación; existiendo en tal concepto una positiva coincidencia 
entre nuestro Código y los más adelantados de Europa, que no di- 
cen ciertamente m&, ni siquiera lo dicen mejor. 

A plisar de la firmeza de mis convicciones, acaso vacilara en 
señalarlas como regla invariable de criterio para el Ministerio 
fiscal, si no las viera corroboradas por la sabia doctrina de este 
Tribiinal Supremo. Son pocas y no recientes las sentencias que se 
registran acerca de la  materia; pero en las que hay, están traza- 
das con perfecta claridad y elevado sentido de equidad y de jus- 
ticia las líneasde una interpretación que combina y armoniza de 
manera conveniente y con riguroso ajuste las diversas disposicio- 
nes legales que hay que tener en cuenta para resolver la cuestión. 
En efecto: si bastan los términos en que está redactado el art. 556 
para saber qne la coligaci6n y las huelgas de trabajadores por si 
solas no son punibles, ese convencimiento adquiere una fuerza in- 
contrastable, relacionando su texto, como lo hace el Tribunal Su- 
premo, con el art. 198 del mismo cuerpo legal, que define las aso- 
:iaciones ilfcitas, y el 13 de la Constitución, que consagra el dere- 
:ho del ciudadano 4 asociarse para todos los fines de la vida hu- 
mana. 

En un arliculo de periódico se aconseja á los obreros que em- 
pleen la violencia para obligar á fabricantes 6 industriales á redu- 
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cir las horas de trabajo. El Tribunal Supremo, en sentencia de 5 
de Diciembre de 1887, mantiene la condena impuesta por la Au- 
diencia al  articulista, como autor de excitación á cometer el de- 
lito que define y pena el art. 556, no porque aconsejelacoligación, 
sino porque excita B la violencia, con lo cual queda comprendido 
en el adverbio abusioamente, que es la  característica del texto le- 
gal citado. En otras sentencias condena el anarquismo y el colec- 
tivismo, como Sociedades de fines contrarios á la moral, y 9. los 
que alcanza el concepto de Sociedades ilicitas, con sujeción al ar- 
ticulo 198 del Código. Lo que jamás ha hecho el Tribunal Supremo 
es reputar delito la simple coalición de trabajadores y la huelga 
en que no interviene exceso ni abuso. Y ya que de las sentencias 
del Tribunal Supremo me ocupo, no terminaré sin hacer merito 
de una (19 de Junio de 1879) que responde á mi intento. En ella se 
consigna que una determinada Sociedad, por m8s que se titule 
elnternacional de trabajadores, sección de tejedores de ..... b y por 
más que tenga por objeto conseguir aumento de jornal 6 precio del 
trabajo y dismunución de horas del mismo, no es contraria 8 las 
reglas y preceptos de la moral, ni es, por consiguiente, ilicita por 
su objeto y circunstancias, que es lo que en su letra y espíritu 
exige el art. 198 del Código para que la mera asociación consti- 
tuya delito; cuya disposición desconocía la  Sala sentenciadora a l  
penar como tal el expresado hecho,infringiendo 9, la vez el art. 1 7  
de la Constitución de 1869,13 de la vigente; sin que esto obste para 
que se aplique el art. 556 del mismo Cóligo, si coligados para en- 
carecer e1 precio del trabajo y regular sus condiciones de dura- 
ci6n, lo hiciesen abusioamente. 

&Se podr& objetar, por ventura, que la palabra abuaivamente no 
debe tener el significado que yo le asigno, por cuanto el segundo 
párrafo del art. 556 pena por separado las violencias 6 amenazas 
que con motivo de la coligacion se ejecutasen? Semejante objeción 
adolecería en primer lugar del gravisimo defecto de dejar en pie 
la tesis que sustento, de que la coligación y la huelga sólo son pe- 
nsbles cuando las cualifica el abuso, pues de otra suerte, habría 
que asentir á una flagrante antinomia entre el art. 198 y el primer 
párrafo del arriba citado, por virtud de la cual, la asociación de 
trabajadores para fines de la vida humana seria lícitacon arreglo 
al  primero de dichos artículos y B. la Qonstitución, 6 ilícita y cri- 
minal con sujeci6n al segundo. El argumento, no obstante, aun 
prescindiendo del enunciado aspecto, se desvanece con una sola 
observación, Los párrafos primero y segundo del art. 656 son de 
una homogeneidad evidente y palmaria. En el primero se castiga 



A los que se coligan abusivamente, esto es, con la  condicional de  
la amenaza 6 de la  violencia; y en el segundo se impone una agra- 
vacibn 4 los jefes y promovedores y 8. los que personalmente em- 
plean la violencia 6 la amenaza, porque, l mayor responsabili- 
dad, mayor pena. De manera que, ya se examinen los textos se- 
paradamente, 6 ya se relacionen entre sí, expresan v sianiflcan 
lo mismo. 

En suma: ni ante el derecho racional, ni ante el pc i ante  
l a  jurisprudencia de nuestro primer Tribunal, encaxsaiuv U¿ fijar 
soberana 6 inapelablemente la  verdadera inteligencia de la  ley P 
las simples coligaciones y huelgas de trabajadores en que no se 
produzcan violencias 6 amenazas, que son la  forma ordinaria de 
exteriorizar el abuso, no determinan materia de responsabilidad 
criminal. Pero bien entendido que, aun  cuando el abuso s e  condi- 
ciona y califica por la violencia y la amenaza de parte de los tra- 
bajadores, tambi6n puede existir cuando los patronos 6 empresn- 
rios acuden á su vez á medios que dan por resultado abaratar e l  
precio del trabajo. 

Si, pues,en uso de la  f ~ c u l t a d  que reconoce el art. 13 de la 
Constitución, y cumplido lo que dispone l a  ley de Asociaciones de 
1887, los trabajadores se asocian y coligan para fin tan humano 
como el de mejorar las condiciones del trabajo con que atienden 
a l  diario sustento, la asociacibn es perfectamente licita, y si pro- 
duce la huelga 6 l a  abstencidn colectiva del trabajo, se ejercita 
un derecho que no puede ser cohibido ni sometido l juicio mien- 
t ras  no surja l a  excepción que para el abuso,es decir, para la vio- 
lencia y la amenaza, establece el art. 556 del Código tantas veces 
citado; antes bien, los funcionarios públicos que, sin concurrir el 
mencionado abuso, atentaren de cualquier modo contra el ejerci- 
cio de aquel derecho, quedarln incursos en  la sanción que para 
tales atentados señalan los arts. 229, 230 y 231 del mencionado 
cuerpo legal; mas tengase muy en cuenta que cuanto llevo dicho 
s e  refiere &las  coligaciones y huelgas cuya transcendencia sblo 
afecta 9, las relaciones privadas entre los asociados y los patro- 
nos, pues si por ellas hubiera de producirse l a  falta de luz 6 de 
agua en una población, suspender l a  marcha de los ferrocarriles, 
privar de asistencia & los enfermos 6 asilados de un estableci- 
miento de Beneficencia, sin previo aviso & las Autoridades, para 
que éstas puedan evitar tan graves perjuicios, en estos casos, di- 
chas Autoridades tendrían el derecho de requerir á los huelgiiis- 
t as  l Bn deque no desatendieran esos servicios, de orden público 
unos y de humanidad otros, y l a  oposición y desobediencia á oss 
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requerimiento constituiría un hecho criminal, y, por tanto, gene- 
rador de delincuencia; debiendo asimismo los señores Fiscales no  
echar  en olvido, llegada que sea la  oportunidad, lo que dispone e l  
Real decreto de 15 de Febrero de 1901 sobre servicio de ferroca- 
rriles. 

A la  doctrina que dejo expuesta habrh de atenerse V. S. en  10s 
casos pr&cticos que en la  circunscripci6n de esa Audiencia ocu- 
rran, sirviéndose dssde luego acusar recibo de la  presente Circu- 
lar. Dios guarde B, V. S. muchos años. Madrid 20 de Junio de 
1902.-Trinitario Ruiz y Valarino. 




